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                                                                                                           RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL
Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, treinta (30) de agosto de dos mil diecisiete (2017)

  ACTA DE APROBACIÓN N° 864
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Agosto 31 de 2017, 9:37 a.m.

	Imputada: 
	Jorge Luis Botero Osorio

	Cédula de ciudadanía:
	1´088.009.290 expedida en Dosquebradas (Rda.)

	Delito:
	Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes

	Bien jurídico tutelado:
	La Salud Pública

	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de condena de octubre 13 de 2015. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Dan cuenta los registros que funcionarios adscritos a la SIJÍN de esta ciudad solicitaron al Fiscal 14 adscrito a la URI una orden de registro y allanamiento a una vivienda ubicada en la Manzana 12 casa 24, comunidad “La Francia” de la ciudadela Cuba, toda vez que según información de fuente humana era utilizada para almacenar, trillar, pegar y manufacturar cigarrillos de marihuana por personas conocidas con los alias de “Molleja”, “Aristo”, “Checho”, “Carlitos” y “Barbas”. 
En desarrollo de la diligencia, la cual fue llevada a cabo en mayo 03 de 2014, hallaron en el lugar a los señores JUAN ANDRÉS CASTAÑEDA PÉREZ, CARLOS FERNANDO AGUIRRE FAJARDO, JORGE LUIS BOTERO OSORIO y HÉCTOR JAIME CAICEDO, y al proceder por parte de los funcionarios de Policía Judicial al realizar el registro del inmueble encontraron en la habitación número dos sobre una mesa, 164 unidades de cigarrillos envueltos en papel bond, que contenían sustancia vegetal verde seca similar a “marihuana”, y gran cantidad de idéntico material trillado o desmoronado en dos bolsas plásticas pequeñas, y otra bolsa de iguales características en un cajón de la cocina ubicado debajo del mesón. 
Luego de realizada la prueba de P.I.P.H. arrojó resultado positivo para cannabis sativa, comúnmente conocida como marihuana, con un peso neto de 2.417.7 gramos.

1.2.- A consecuencia de lo anterior se llevaron a cabo ante el Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas (Rda.) con función de control de garantías (mayo 04 de 2014), las audiencias preliminares por medio de las cuales: (i) se le impartió legalidad a la orden de registro y allanamiento, a la diligencia efectuada, y a los elementos incautados; (ii) se decretó legal la captura de los indiciados; (iii) se les formuló imputación por el punible de tráfico de estupefacientes –art. 376 inciso 3º C.P.-, verbo rector “conservar”, con circunstancia de mayor punibilidad –art. 58 numeral 10 ibídem-, cargos que NO ACEPTARON; y (iv) se les impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento carcelario, decisión que fue recurrida por la defensa, y confirmada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito con funciones de conocimiento (octubre 8 de 2014).
1.3.- Ante esa no aceptación la Fiscalía presentó escrito de acusación (junio 26 de 2014) que correspondió por reparto al Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta capital, despacho en el que se realizaron las audiencias de formulación de acusación (agosto 28 de 2014), en la que JUAN ANDRÉS CASTAÑEDA PÉREZ aceptó cargos mediante preacuerdo, preparatoria (noviembre 19 de 2014), acto en el cual los coprocesados HÉCTOR JAIME CAICEDO AGUIRRE y CARLOS FERNANDO AGUIRRE FAJARDO igualmente se allanaron en virtud a la negociación efectuada, y se dispuso continuar la diligencia en relación con el acusado JORGE LUIS BOTERO OSORIO (abril 15 de 2015). 
1.4.- Finalmente se llevó a cabo el juicio oral (junio 12, agosto 20  y septiembre 09 de 2015), el cual culminó con sentido de fallo de carácter condenatorio, del que se dio lectura (octubre 13 de 2015), y por medio del cual: (i) se condenó al señor JORGE LUIS BOTERO OSORIO en consonancia con el delito endilgado; (ii) se le impuso la pena de 108 meses 1 día de prisión, y multa de 468.1 salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación en el ejercicio de derechos y  funciones públicas por igual lapso de la sanción privativa de la libertad; y (iii) se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por no acreditar los requisitos legales para ello.

1.5.- La defensa se mostró inconforme con la decisión adoptada, y la apeló, procediendo a hacer la respectiva sustentación en forma oral, luego de la cual se concedió el recurso en el efecto suspensivo, y se dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.
2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente- 
De la confusa argumentación presentada por el togado impugnante se puede extractar lo siguiente:
En la providencia de primer nivel no se le dio respuesta a ninguno de los planteamientos esbozados por la defensa, a efectos de dirimir los dos aspectos principales enunciados, ni se indicaron cuáles eran los contraargumentos del despacho a efectos de determinar que no le asistía razón en sus aseveraciones.

La primera de sus inconformidades es referente a la declaratoria de nulidad solicitada por él, ya que en su criterio es evidente que en el trámite procesal se pretermitieron varios aspectos que dan al traste con la legítima defensa, y afectan el debido proceso, como lo es el hecho de que la Fiscalía desde las audiencias preliminares no dio a conocer la supuesta fuente que suministró la información para realizar la diligencia de registro y allanamiento, pues de conformidad con lo establecido en la sentencia C-673/05 éste podía interrogarlo, y estaba en el deber de hacerlo, puesto que no pueden haber pruebas secretas, a lo que se suma el hecho que no se hubiese descubierto la entrevista de uno de los testigos de la defensa que se utilizó en el contrainterrogatorio por el ente acusador. 
Lo segunda, es lo atinente a la responsabilidad, para lo cual debe tenerse en cuenta que el dolo hace parte de la tipicidad, y al respecto la Fiscalía no probó nada, ya que lo único con lo que cuenta es con la situación de flagrancia.

La investigación se hizo únicamente durante tres días previos al registro y allanamiento, y en éste decomisaron 2.417 gramos de marihuana, pero no se encontró dinero, por eso se endilgó el verbo “conservar”. No obstante que la Fiscalía asegura que su representado y los demás capturados pertenecían a Cordillera, ello nunca se probó.
El juez no tuvo en consideración la totalidad de los medios de conocimiento aportados a la actuación, ya que se encuentra acreditado con el informe de arraigo, y con las manifestaciones que su representado hizo ante los agentes captores -las cuales deben tenerse como una confesión extraproceso-, que es adicto a los estupefacientes, toda vez que es consumidor de marihuana desde hace siete años, y no se ha sometido a ningún tratamiento médico para superar su dependencia.
La intención de su representado estuvo orientada a consumir sustancias sicotrópicas, mas no a la comercialización de estupefacientes, ya que no se le probó por parte de la Fiscalía que él estuviera empacando, solo se le encontró en esa vivienda. Él únicamente entró a fumarse un cigarrillo, lo cual está ratificado por un testimonio del señor CASTAÑEDA.
El mero hecho de que su representado estuviera allí, y se metiera detrás de una puerta, quizás por el susto, no significa que ello constituya un indicio grave en su contra, puesto que no hay ninguna prueba que indique que éste obraba en coparticipación criminal con los otros tres sujetos que estaban allí, y se allanaron a los cargos obligados por las circunstancias.

Si bien el señor juez resalta esta última situación, y da a entender que por ello su patrocinado también está implicado, dicho argumento no puede ser válido porque equivaldría a una responsabilidad objetiva proscrita de nuestro ordenamiento.
2.2.- Fiscalía -no recurrente-
Pide se confirme la determinación proferida en la instancia, y en ese sentido sostuvo:
No se presenta en el caso ninguna causal de nulidad, por lo cual no es procedente la solicitud elevada en ese sentido por el togado recurrente.
El señor defensor hace referencia a unos documentos que tiene en una carpeta, los cuales no presentó en el juicio, y a una confesión que el procesado hizo a los uniformados en cuanto a que es consumidor de estupefacientes, pero ninguno de los policiales habló al respecto, a consecuencia de lo cual nada de ello de se puede tener en cuenta.
El juez debía analizar los testimonios de los tres policiales que participaron en la diligencia de registro y allanamiento, los cuales fueron claros, contundentes y sencillos, y en ningún momento se dijo que los capturados pertenecieran a Cordillera como lo refiere el togado impugnante, pues de haber sido así, el cargo no hubiese sido únicamente por conservar estupefacientes sino también por concierto para delinquir.

No es momento de analizar si la Fiscalía solo realizó durante tres días labores de inteligencia, si los policías rindieron informe, si se hizo diligencia de allanamiento, si se legalizó la captura y la incautación de elementos, entre otros, ya que se trata de un sistema progresivo, y lo que puede ser objeto de controversia en esta etapa es lo que se debatió en el juicio en igualdad de armas.

Si no se hicieron los seguimientos reclamados por la defensa, es porque la actuación obedeció al llamado de una fuente humana, la cual sí fue entrevistada por la Fiscalía, y no se descubrió el documento contentivo de la misma porque la ley no lo exige. 
Con fundamento en lo dicho por ese informante se inició la investigación, quien dijo que allí había cuatro o cinco personas dedicadas a empacar cigarrillos para vender en el barrio Cuba. Se hizo el allanamiento y se encontraron las cinco personas, tres que ya aceptaron los cargos, uno que se tiró por una ventana, y el acá procesado quien se resguardó tras una puerta, circunstancia que debía ser objeto de análisis. Y si bien el defensor refirió que su comportamiento fue producto del miedo, el acusado no hizo referencia a ese aspecto.

El abogado afirma que la entrevista que se puso de presente al señor CASTAÑEDA en el contrainterrogatorio era falsa y mendaz, pero ese documento probatorio está rubricado por la Defensoría del Pueblo y por el mismo coindiciado, entonces no puede ser espuria.

Si  bien el señor defensor dice que no se hizo un análisis ponderado de todas las pruebas, contrario a ello el funcionario en la sentencia habló de cada uno de los testigos de cargo y de descargo, y no podía tener en consideración cosas que no fueron referidas por éstos, ya que paradójicamente los declarantes traídos por la defensa dijeron que el procesado no consumía estupefaciente. 

En todo caso para este evento no importa si es o no así, puesto que la captura fue en situación de flagrancia, en las circunstancias acreditadas en el juicio, esto es, que en el momento en que ingresaron los agentes del orden encontraron 164 cigarrillos listos, no había vestigio alguno de que estuvieran consumiendo, ni olor a humo, y encontraron al procesado resguardado, entonces no se comprende por qué si únicamente era consumidor estaba atemorizado.

El impugnante habla del dolo en el tipo, y al respecto no se requiere un análisis muy profundo, ya que su defendido fue capturado cuando conservaba estupefaciente junto con otras personas, en una cantidad muy superior a la dosis personal, y sí es un indicio que haya estado allí donde fue encontraba esa sustancia, y también pesa que los tres que lo acompañaban aceptaran su responsabilidad penal, puesto que eso demuestra que las pruebas eran contundentes. 
3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por las partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.
3.2.- Problema jurídico planteado

Corresponde al Tribunal establecer si la decisión de condena declarada en contra del acusado JORGE LUIS BOTERO OSORIO se encuentra acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y en su reemplazo al proferimiento de una sentencia absolutoria. Previamente se analizará lo atinente a la nulidad solicitada por el togado recurrente.
3.3.- Solución a la controversia

De entrada debe decir la Sala que no le asiste razón en su petición de nulidad al impugnante, como pasa a explicarse:

En lo que tiene que ver con el descubrimiento de la fuente humana que suministró la información y la entrevista que debió efectuarle la Fiscalía, sin lugar a dudas es un tópico que debió ser objeto de debate en el desarrollo de la audiencia de legalización de la orden de allanamiento, pero en todo caso lo determinado por la Corte Constitucional al respecto es que el informante debe estar plenamente identificado y el delegado del ente acusador tiene la posibilidad de interrogarlo, lo que asegura el señor Fiscal se hizo en este caso, pero de no haberlo hecho, es claro que no se trata de una obligación sino de una potestad.
De igual forma, en dicho pronunciamiento el máximo Tribunal constitucional aclaró que el entendimiento que debe darse al artículo 221 de la Ley 906/04 es que los datos referentes a la persona que suministra la información no son reservados para el juez de garantías.

En este evento se sabe que la juez de garantías ante quien se sometió el control de legalidad de la citada orden de registro y allanamiento y demás actuaciones derivadas de la misma, determinó que se encontraba ajustada a la legalidad, por lo que no es posible reabrir una controversia sobre aspectos que ya fueron analizados y avalados por la funcionaria competente.

En lo que tiene que ver con la falta de descubrimiento de la entrevista que fue puesta de presente al testigo JUAN ANDRÉS CASTAÑEDA PÉREZ, tampoco se advierte irregularidad alguna, ya que la citada versión fue dada por el testigo a la misma Defensoría, por lo que no se trataba de un elemento de prueba desconocido para esa parte, y por obvias razones no debía ser revelado por el ente Fiscal. Adicionalmente, la técnica para el contrainterrogatorio establecida en el artículo 293 C.P.P. permite que se utilice cualquier manifestación anterior que hubiese dado el declarante sobre el tema de prueba, y ello fue precisamente lo que hizo el delegado del órgano persecutor.
Aclarado lo anterior, debe precisar la Colegiatura que no observa la existencia de vicios sustanciales que afecten garantías fundamentales de las partes e intervinientes, puesto que el trámite de todas las etapas procesales se surtió con acatamiento del debido proceso, y los medios de conocimiento fueron incorporados legalmente a la actuación, en consonancia con los principios que rigen el sistema penal acusatorio, por lo que se pasará a realizar el análisis correspondiente del fallo adoptado por la primera instancia, en los términos anunciados.

Como se indicó al comienzo de esta providencia, funcionarios adscritos a la SIJIN de esta ciudad, recibieron información de fuente humana que indicó que la vivienda ubicada en la Manzana 12 casa 24, comunidad “La Francia” de la ciudadela Cuba, era utilizada para almacenar, trillar, pegar y manufacturar cigarrillos de marihuana por personas conocidas con los alias de “Molleja”, “Aristo”, “Checho”, “Carlitos” y “Barbas”, de acuerdo con lo cual procedieron a hacer labores de verificación, y posteriormente pidieron al Fiscal 14 adscrito a la URI orden de registro y allanamiento para dicho inmueble.

Una vez expedida la referida autorización, llevaron a cabo la diligencia en mayo 03 de 2014, en desarrollo de la cual se incautaron 164 unidades de cigarrillos envueltos en papel bond, que contenían sustancia vegetal verde seca similar a “marihuana”, y otra cantidad considerable de la misma sustancia en tres bolsas plásticas. De igual forma, fueron capturados los señores JUAN ANDRÉS CASTAÑEDA PÉREZ, CARLOS FERNANDO AGUIRRE FAJARDO, JORGE LUIS BOTERO OSORIO, y HÉCTOR JAIME CAICEDO, quienes se encontraban en el interior de la vivienda.
La defensa no discute la materialidad de la conducta endilgada, porque en efecto quedó acreditado que la sustancia incautada luego de realizada la prueba de P.I.P.H. arrojó resultado positivo para cannabis sativa, comúnmente conocida como marihuana, con un peso neto de 2.417.7 gramos, lo cual fue corroborado con dictamen pericial realizado por una servidora del CTI.
Lo sostenido por el recurrente es que no se demostró el dolo en el actuar de su representado, porque si bien éste se encontraba en el inmueble objeto de la diligencia de registro y allanamiento, en el que se incautó la sustancia, y se capturaron otras tres personas, la única intención que tenía era la de consumir sustancia estupefaciente, porque con ese propósito había ingresado a la vivienda.

Debe decir la Sala que lo expresado por el togado no es un argumento válido en aras de desvirtuar la tipicidad del comportamiento de su representado, ya que contrario a lo sostenido por él, el análisis conjunto del recaudo probatorio pone en evidencia que éste sí tenía un compromiso en el actuar delictivo que se le endilga, y que necesariamente era conocedor de la actividad ilícita que se estaba desarrollando en el citado predio.
Es un hecho cierto y así quedó probado en juicio, que funcionarios de la Sijín de esta ciudad recibieron información por parte de una fuente humana en relación con una residencia que era utilizada para almacenar, trillar, pegar y manufacturar cigarrillos de marihuana, lo que conllevó a que éstos realizaran unas labores de verificación, luego de las cuales dichos servidores solicitaron la orden de registro y allanamiento para el referido inmueble, la cual fue expedida por existir motivos fundados para ello.

Existía por tanto información veraz en el sentido que en ese inmueble objeto de allanamiento se perpetraba la comisión de una conducta contra la salubridad pública, al parecer por las personas conocidas con los alias de “Molleja”, “Aristo”, “Checho”, “Carlitos” y “Barbas”; y, en efecto, luego de que las autoridades policiales ingresaron a la vivienda con el fin de cumplir la resolución emitida por la Fiscalía encontraron gran cantidad de sustancia estupefaciente -cannabis sativa-, así como a cuatro personas, entre ellas a JORGE LUIS BOTERO OSORIO.
Observa esta Corporación que las probanzas arrimadas al juicio, en especial las manifestaciones esgrimidas por los policiales ALEX FERNANDO SÁNCHEZ DÍAZ, EDISON FABIÁN RODRÍGUEZ SALAZAR y CARLOS ANDRÉS GRISALES CHISCO, quienes participaron activamente en el operativo, merecen plena credibilidad, pues éstas dan cuenta de manera contundente y clara de las circunstancias que ameritaron la captura del señor BOTERO OSORIO, al encontrarse sustancia estupefaciente tanto en una de las habitaciones que integran dicha vivienda como en la cocina. Puntualmente, RODRÍGUEZ SALAZAR fue enfático en decir que JORGE LUIS fue encontrado detrás de una puerta de uno de los cuartos de la vivienda. 
Para la Sala lo dicho por los uniformados permite determinar que la conducta por parte del procesado se enmarca en el punible que le fue endilgado, tanto desde el punto de vista de la materialidad, esto es tipicidad objetiva, como en relación con la tipicidad subjetiva, puesto que la información que recibieron de manera anónima fue corroborada en la diligencia de allanamiento, en la que no solo se encontró la sustancia sino también un número plural de personas, tal como lo refirió la fuente.
No se trata únicamente de la aprehensión del procesado en ese lugar, como lo señala el recurrente, aunque no puede negarse que ello sí constituye por supuesto un indicio de presencia en su contra, sino que los hallazgos muestran que la droga no era para consumo de los allí aprehendidos, toda vez que la cantidad de sustancia era excesiva, y la forma en la que ésta fue encontraba –en cigarrillos, en bolsas, y trillada sobre la mesa- tal como quedó registrado en el álbum fotográfico incorporado a la actuación, mostraba que lo que realmente se realizaba era manufacturar cigarrillos de marihuana, y así lo indicó el subintendente CARLOS ANDRÉS GRISALES, quien dijo que las características del lugar eran las de un sitio destinado a empacar sustancia prohibida.
La defensa asegura que si bien su representado fue hallado cuando se escondía detrás de la puerta de una de las habitaciones del inmueble ubicada en el segundo piso de la vivienda, ello se justifica en que sintió temor por la situación que se presentó, justificación que de por sí resulta poco creíble, puesto que si él no tenía idea de la actividad ilícita que se estaba llevando a cabo, su reacción no estuvo es acorde con ese desconocimiento.

El togado sostiene que la única intención de éste era consumir marihuana debido a su adicción a las drogas, pero resulta que esa afirmación no solo resulta contraria a su proceder, sino a lo aseverado por los uniformados que realizaron el procedimiento, puesto que tanto RODRÍGUEZ SALAZAR como GRISALES CHISCO fueron enfáticos en decir que en el inmueble no se percibía el olor a humo característico de cuando se consume un cigarrillo de marihuana, sino que únicamente se percibía el olor de la sustancia de esa naturaleza que allí se almacenaba.
Es cierto que lo manifestado por el coacusado CASTAÑEDA PÉREZ coincide con el argumento defensivo, ya que aseguró que JORGE LUIS estaba allí porque él lo había invitado a fumarse un cigarrillo, pero sin lugar a dudas puede advertirse que lo pretendido por éste es exonerarlo de responsabilidad, toda vez que la misma ya fue aceptada por él y sus afirmaciones resultan contrapuestas a los medios de persuasión incorporados a la actuación.
El profesional del derecho en aras de reforzar su argumento en ese sentido insiste en decir que su patrocinado es un adicto a la marihuana, no obstante que HEBER DE JESÚS LOZANO RAMÍREZ y LUZ STELLA CAICEDO JARAMILLO, testigos traídos por él indicaron lo contrario, como bien lo resaltó la Fiscalía; además, que el documento de arraigo mencionado por no fue incorporado como prueba, ni tampoco los agentes del orden precisaron que éste les haya hecho manifestaciones en torno a que fuera consumidor de sustancias estupefacientes. Pero más allá de todo eso, lo que corresponde resaltar es que para el caso concreto en nada incide que el acusado sea o no consumidor. Obsérvese:
De conformidad con la línea jurisprudencial
 de la Corte Suprema de Justicia que rige actualmente, el fallador debe determinar esencialmente el ánimo con el cual se tenía el alucinógeno, bien porque en algunos eventos la cantidad supera excesivamente la que requería el adicto -como lo sería en este caso-, o se tiene una intención diversa al consumo propio o aprovisionamiento -lo que también se infiere en este evento-, y en esa condiciones, cuando se determina que la finalidad era diversa del propio uso o ingesta, la conducta debe ser sancionada penalmente al tener la  potencialidad de afectar los bienes jurídicos de salud pública, la seguridad pública, y el orden económico y social. 

En tan particulares circunstancias, para la Colegiatura es claro el compromiso del procesado en la conducta que le fue enrostrada, acorde con el análisis conjunto de los medios probatorios, y las restantes situaciones referidas por el señor defensor no tienen la capacidad suficiente para derruir la contundencia de la sentencia condenatoria emitida por la primera instancia, y así se asegura en forma categórica por lo siguiente:

Para la Corporación, el hecho de que no se haya realizado una investigación más exhaustiva por parte de la Fiscalía en la presente actuación no puede constituirse como un motivo de reproche, toda vez que como se indicó en precedencia, y tal como lo señaló el fallador de primer nivel, la información fue dada a conocer por una fuente humana a los miembros de la SIJIN de esta ciudad, y en virtud de la misma procedieron a efectuar un reconocimiento de la zona, de la ubicación de la vivienda, y a observar el movimiento presentado en la misma de acuerdo con lo dicho por el informante. Posteriormente se solicitó, como correspondía, la diligencia de registro y allanamiento por medio de la cual se logró incautar una gran cantidad de sustancia y a los posibles involucrados en el ilícito, es decir, no era necesario realizar una labor previa de inteligencia, ya que lo pretendido era constatar que realmente dicho inmueble era destinado a las labores referidas por la fuente.
Tampoco le asiste razón al togado cuando asegura que por parte de los policiales se indicó que los capturados pertenecían a la organización delincuencial denominada “Cordillera”, puesto que ello no fue así, ya que en ningún momento se hizo tal aseveración.
Lo resaltado por el fallador en cuanto a que los demás acusados aceptaron los cargos, no es uno de los argumentos para determinar la responsabilidad del ahora implicado, sino que dicho comentario se tuvo en consideración para reforzar la acreditación del hecho cierto de que el inmueble objeto del registro y allanamiento era utilizado para almacenar, procesar y empacar marihuana.
De igual forma, no es cierto que el sentenciador no haya hecho un análisis conjunto de las pruebas, porque lo que se aprecia es hizo un análisis pormenorizado de todos los medios de conocimiento que se incorporaron a la actuación, luego de lo cual concluyó que la prueba permitía establecer que se encontraba demostrada tanto la ocurrencia de la conducta punible por la que se procede, como la responsabilidad del procesado BOTERO OSORIO, apreciaciones que comparte esta Colegiatura y por tanto procederá a confirmar el fallo confutado.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia objeto de apelación. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse habrá de hacerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Los datos recogidos por las autoridades de parte de un informante, no constituyen por sí solos prueba fundante de responsabilidad, sino que sirven para orientar la investigación hacia la comprobación respectiva. Así lo concluyó la Corte Constitucional en la citada Sentencia C-673/06 “la declaración jurada de testigo o informante, al igual que los demás elementos materiales probatorios y la evidencia física, constituyen tan solo instrumentos para direccionar y encausar la actividad investigativa del Estado, mas no se trata de un medio probatorio para establecer la existencia del hecho punible ni el grado de responsabilidad penal del imputado”. Los datos personales de los informantes deben permanecer en reserva y solo se autoriza su conocimiento por el Juez de Control de Garantías, con el único fin de corroborar la veracidad de lo aseverado y proteger los derechos fundamentales que pudieran llegar a ser afectados con la medida judicial. Así lo resaltó el Tribunal Constitucional en la referida sentencia […]No se puede tampoco desconocer que hacer públicos los datos del informante conduciría, como lo ha señalado la jurisprudencia constitucional, a poner en grave peligro la seguridad de éste, y además, impediría que en el futuro el ciudadano pudiese seguir suministrando valiosa información a las autoridades competentes. Además, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 155 de la Ley 906 de 2004, serán de carácter reservado las audiencias de control de legalidad sobre allanamientos y registros, entre otras, (…) en ella no pueden hacerse públicos los datos del informante, aunque el juez de control de garantías deba conocerlos”.








� Desde la sentencia CSP SP, 9 mar. de 2016, rad. 41760, ratificada en las decisiones CSJ SP, 6 abr. 2016, rad. 43512, en la CSJ SP,  15 mar. 2017, rad. 43725, y CSJ SP, 11 jul. 2017, rad. 44997.
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